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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Pablo Abdala. 
MIEMBROS: Señores Representantes Daniel Bianchi, José Luis Blasina y Esteban Pérez. 


INVITADOS: Señor Representante Carlos González Álvarez. 


Por el Directorio de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios, 
contador Hugo Martínez Quaglia, Presidente, arquitecto José Luis Canel Rodríguez , 
Vicepresidente; doctora Beatriz Rovira Otero, Prosecretaria; contador Omar Delgado Agra, 
Gerente General; doctora María del Rosario Minerva Ravera, asesora abogada; doctor José 
Pedro Gianero Pesce, Director electo por los pasivos y doctor Jorge Suárez, Director electo 
por los activos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Pablo Abdala).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Seguridad Social da la bienvenida al señor Diputado Carlos González Álvarez, quien se hace 
presente en la Comisión a los efectos de trasmitirnos su punto de vista con respecto a un proyecto de su 
autoría titulado: Jubilación por edad avanzada de los afiliados a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de 
Profesionales Universitarios. Este proyecto se encuentra en la órbita de esta Comisión especializada de la 
Cámara, que resolvió convocar al firmante del proyecto, así como también al Directorio de la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios, que solicitó ser recibido por esta Comisión, 
interesado en pronunciarse sobre el tema. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Si bien sabemos que no nos corresponde tomar la iniciativa en 
cuanto a este proyecto de ley porque sobre este tipo de temas es competencia del Poder Ejecutivo, es 
una manera de ir creando caminos, aun sabiendo que la iniciativa debe venir de otro lado. En este caso, 
la nueva Ley Orgánica de la Caja Profesional N* 17.738, votada en el mes de noviembre de 2003, 
estableció que la jubilación por edad avanzada era incompatible con otra jubilación o retiro. El 
artículo 77, que es el que establece las causales, dice al final que la jubilación por edad avanzada no 
será compatible, y nosotros queremos modificarla para que lo sea. 


Por otro lado, si leemos las versiones taquigráficas de los legisladores de la época veremos que en ese 
momento se estableció que eso se iba a modificar. El Directorio de la Caja de Jubilaciones Profesionales se 
entrevistó con las distintas bancadas y se dijo que como ya era un proyecto que venía cerrado, elaborado y 
discutido desde el Senado, no se quería introducir más modificaciones, porque en ese caso debía volver al 
Senado y se atrasaba su aprobación. El problema era la Ley Orgánica de la Caja Profesional que estaba 
dentro de esas pautas que a veces los Gobiernos se comprometen a cumplir dentro de determinado tiempo 
para mejorar la Administración, y después diversas causas llevaron a que el Gobierno nunca enviara el otro 
proyecto. 


Nosotros siempre creímos que esto es injusto e inconveniente para la propia Caja Profesional. Entonces, 
presentamos este proyecto en el cual establecemos que cualquier persona que pueda tener una jubilación 
civil, de industria y comercio o la que sea puede acogerse a una jubilación por edad avanzada en la Caja 
Profesional. Si este proyecto fuera aprobado, estaríamos logrando varias cosas. En primer lugar, hay gente 
que aporta durante veinte o treinta años a la Caja Profesional porque se recibe tarde y entonces tiene menos 
años para aportar, o porque de pronto al principio tiene tareas dependientes y después se vuelve 
independiente y recién ahí comienza a aportar, o porque no trabaja mucho. La casuística es muy amplia, pero 
mayormente se da en los casos de profesionales que tienen otra actividad y aportan a la Caja Profesional 
durante 15, 20 o 25 años, pero no tienen derecho a nada, porque si tienen una jubilación por otro lado, al 
cobrar la de la Caja de Profesionales, perderían este beneficio. Entonces, esta es una forma de incentivar a los 
profesionales a aportar a la Caja, porque, de otra manera, una persona de mediana edad, de alrededor de 50 
años, no pagaría más, ya que no se va a poder jubilar a los 85 años por la Caja Profesional. Entonces, este 
sistema también perjudica los ingresos de la Caja Profesional. 


Por otro lado, sabemos que el monto de jubilación por edad avanzada en el BPS es mínimo, creo que de 

$ 2.000, por lo que en este caso sería un monto similar. No va a ser la misma jubilación que la de alguien que 
aportó los 35 años, pero la gente va a aportar sabiendo que aunque sea va a recibir $ 2.500 o $ 3.000 de 
jubilación. Pensamos que es de justicia que el Parlamento apruebe esta Ley. 


Yo ya había presentado este proyecto cuando empezó la campaña electoral de la Caja Profesional. Hace 
pocos días fueron las elecciones y les puedo asegurar que casi todos los que se postulaban incluían en sus 
plataformas la modificación del artículo 77. Entonces, nosotros quisiéramos que la Comisión hiciera suyo 
este proyecto, y si hace la respectiva consulta al Poder Ejecutivo creemos que no habría inconveniente en que 
el Ministro de Trabajo y Seguridad Social, conjuntamente con el Presidente de la República, enviaran un 
proyecto con esta redacción. Lo nuevo que aparece es que al final debería decir que "la jubilación por edad 
avanzada será compatible con el goce de otra jubilación o retiro". La redacción actual dice "no será 
compatible". La idea es cambiar esa última parte. 


Tal vez el señor Diputado Blasina recuerde -porque él ya era Diputado e integraba esta Comisión- que quedó 
sobrevolando en el Parlamento que íbamos a modificar este artículo y alguno más. De este me acuerdo muy 


bien que habíamos dicho que lo modificaríamos. Tal vez sea una asignatura que nos quedó pendiente en el 
Período pasado y vamos a ver si la podemos recuperar al comenzar este Período. 


SEÑOR BLASINA.- Cuando recibamos la información de parte de la delegación de la Caja de 
Profesionales Universitarios, y contando con la brindada por el señor Diputado González Álvarez, la 
Comisión estará en condiciones de comenzar a analizar el tema con todos los aportes sobre la mesa. En 
realidad, esto del artículo 77 surge cuando comienza a discutirse en la Comisión de Seguridad Social - 
inclusive, antes- el proyecto enviado por el Poder Ejecutivo. Nosotros agotamos todos los medios 
plausibles desde el punto de vista político parlamentario e hicimos un último intento, porque la única 
posibilidad era que el Poder Ejecutivo enviara una iniciativa al Parlamento; ya no se podía pensar en 
otro tipo de alternativa que no fuera esa. Inclusive, recuerdo perfectamente bien una conversación que 
mantuve con algunos legisladores y con otros que en ese momento no lo eran, pero sí eran figuras 
altamente representativas del Poder Ejecutivo de entonces, quienes me llamaron para plantearme que 
este era un tema que debía verse en la globalidad de las cajas paraestatales, que no podía solucionarse 
aisladamente de la problemática del conjunto de las Cajas. 


Naturalmente, en momentos en que mantuvimos esa conversación lo único que atiné a decir fue lo que 
hubieran dicho muchos legisladores en mi lugar, que no lograba entender el argumento por el cual una norma 
que tiene que ver con alguna de las cajas paraestatales debe ser de carácter general según sea el caso. En este 
en particular, como en otros, donde eso se constata objetivamente, porque cada Caja tiene su normativa 
específica, se justificaba por varias de las razones expuestas por el señor Diputado González Álvarez que la 
Caja de Profesionales también tuviera una normativa específica. Además, efectivamente, en ese momento ya 
mencionábamos los riesgos que se podían correr si se esperaba a tener una norma de carácter general que 
luego nunca se concretó. 


Esa es la otra parte de la historia. Pero los riesgos estaban y están planteados -hasta tanto esto no se 
modifique- en lo que dice el señor Diputado González Álvarez. Si alguien hubiera pensado arbitrar alguna 
norma para la Caja de Jubilaciones que supusiera un desaliento al aporte a la Caja, esta norma es perfecta, 
porque la gente que viene aportando -no la que aporta espaciadamente-, que es mucha, que se recibió a los 
35, 40 o más años para llegar a la causal jubilatoria establecida a los efectos de generar derechos jubilatorios 
tendría que esperar para jubilarse hasta los 75 u 80 años. Entonces, la pregunta que se desprendía de esa 
situación y se desprende ahora es para qué estoy aportando a la Caja si, en definitiva, el único beneficio que 
podré recibir será, eventualmente, cuando llegue a la causal dentro de tanto tiempo y a tantos años de edad, 
pero no obtengo ningún beneficio en el transcurso de ese tiempo. No hubo caso, no se entendió. No voy a 
hacer acá un juicio de valor, pero los que acabo de narrar son hechos objetivos. De todas maneras, considero 
que la principal razón es que se está cometiendo una injusticia. 


Entonces, la suma de todo eso hace que hayamos insistido ahora con este planteo. Inclusive, aguardamos para 
ver si en el momento en que se trataba el tema se hacía el intento. Si existía voluntad para enviar una norma 
de carácter complementario, no tenía por qué ser en el momento en que se estaba tratando el proyecto; podía 
enviarse luego. Pero no hubo caso, se bajó la cortina y lo que sucedió después corrobora lo que se me dijo. 
No se envió nunca una norma complementaria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros no integrábamos la Cámara de Representantes en ese entonces, 
pero sin ánimo de ser capciosos ni de ponerlos en un compromiso con relación a valoraciones que 
siempre son subjetivas, me gustaría saber cuál fue la sensación que les provocó esa situación. ¿Hubo un 
descuido, una inadvertencia o, en el fondo, no hubo voluntad del Poder Ejecutivo de la época para 
resolver el tema y, por lo tanto, se excusó diciendo que no había tiempo y la ley tenía que salir? Lo 
pregunto a los efectos de situarnos en los antecedentes históricos y como complemento a lo que viene 
describiendo el señor Diputado Blasina. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- La sensación que me quedó fue que esto ya estaba hecho así y que 
no se quería que hubiera cambios porque con esta modificación al artículo 77 podían aparecer cinco o 
diez modificaciones más. Además, 2004 era un año electoral, lo que hizo que muchas cosas se 
diluyeran. Pero yo soy optimista y me atrevo a pensar que esto puede salir adelante, no solo por lo 
expresado por gente de Gobierno en la Legislatura pasada sino porque he escuchado que existe la 
intención de introducir alguna flexibilización en las leyes jubilatorias. Inclusive, he escuchado que 


existe la posibilidad de reducir de treinta y cinco a treinta los años de aportes. Hay varias cosas que, 
llegado el momento, podríamos aportar para que el sistema sea más flexible. 


De lo que se trata es de hacer un cálculo actuarial, porque no se va a jubilar con el mismo monto quien aporta 
quince años que quien aporta treinta y cinco. En eso estamos de acuerdo. En la Caja Profesional percibe 
$ 12.000 o $ 14.000 quien se jubila con todos los años aportados. 


Yo siempre fui partidario de las jubilaciones intermedias. Quien aportó veinte años, que tenga derecho a 
percibir de acuerdo con los veinte años que pagó, y ese mismo criterio debería aplicarse proporcionalmente a 
aquel que aportó durante treinta o treinta y cinco años. No es justo que el dinero de quien aportó quince o 
veinte años desaparezca totalmente. Debe hacerse el cálculo actuarial, descontando lo que haya que descontar 
y aplicando la tasa de reemplazo. 


El sistema sería mucho más justo. Nosotros lo vemos en el andar. Por eso creo que el actual Poder Ejecutivo 
o gente allegada al Gobierno ha lanzado esa idea de hacer otras escalas jubilatorias, porque los legisladores 
notamos esto en la calle todos los días cuando la gente nos dice que los patrones no los afiliaron. A nivel del 
servicio doméstico, en su gran mayoría, juntar treinta y cinco años es casi imposible, del mismo modo que les 
ocurre a los trabajadores zafrales, a los trabajadores rurales y a tanta gente que trabajó diez o quince años en 
un lado o en otro. Creemos que ese es otro tema. 


Yo creo que el Gobierno estaba comprometido con ciertas pautas. En algún momento expresaron que tenía 
que salir esta reforma de la Caja Notarial unos meses antes y había quedado en el debe algo de las Cajas 
Policial y Militar. En esos acuerdos que se firman con organismos internacionales se fijan ciertas reformas 
estructurales y los gobiernos se comprometen a llevarlas adelante a cambio de distintos planes de 
financiación o créditos. Esto estaba en el calendario y había que cumplirlo en ese plazo, que no se podía 
modificar. Esa es la impresión de alguien que, por supuesto, no era gobierno y que simplemente estaba en la 
actividad. 


Ahora ya he visto señales positivas desde el Gobierno en el sentido de que se quiere eliminar algunas 
injusticias como esta. Si escuchan a las autoridades de la Caja Profesional lo más probable es que sostengan 
esta medida, porque estaba en su plataforma electoral. Sería cuestión de saber si el Ministro del área está de 
acuerdo. En ese caso podríamos lograr que el proyecto fuera remitido y fuese aprobado por una amplia 
mayoría. 


Creo que en el cumplimiento de ciertas metas que tenía el Gobierno estaba sacar esto y liquidar el tema. Esa 
es la sensación que tengo. 


SEÑOR BLASINA.- Me parece una inquietud muy pertinente. La respuesta en cualquier caso tendrá 
una cierta dosis de subjetividad por la sencilla razón de que no tenemos prueba fehaciente de que las 
cosas transcurrieron así, por tal cosa. Lo que primó allí fue un esquema que estaba prefijado y que 
después no estaba dispuesto realizarse. Contra ese escollo tropezaron todos los argumentos que se 
manejaron, incluyendo el que yo mencionaba en el sentido de que no tiene por qué ser esta norma de 
carácter general, ya que apunta a atender una particularidad que se da de manera mucho más notoria 
en la Caja de Profesionales que en otras Cajas. A tal grado primó que uno constata que tampoco había 
una voluntad expresa de que fuera una norma de carácter general, puesto que los propios hechos 
demostraron que nunca se envió un proyecto complementario que abarcara todas las Cajas. Es más: 
como todos sabemos, estas cuestiones pasan por cierta participación de los propios involucrados, lo que 
es muy bueno para el funcionamiento democrático, en este caso de la institución intercajas -llamémosle 
así aunque no está constituida formalmente como tal- que se reúne habitualmente y que ha realizado 
pronunciamientos en torno a distintos tópicos. 


No ayuda demasiado el hecho de que no se llegara a un acuerdo entre todas las cajas. ¿Por qué razón? Esto lo 
digo a título de la corrección que puedan realizar los protagonistas. ¿Qué pasa? Se trabajó sobre la base de 
encontrar un proyecto común. Esa era la línea que venía diseñada. Claro: fue imposible encontrar un proyecto 
en común. Yo he hablado con alguno de los integrantes de las distintas Cajas y me comentaban eso. Si estos 
encuentros apuntan a encontrar un proyecto en común es como un vano intento de hallar una salida para este 
tipo de situaciones. 


Lo que se planteaba sin éxito antes y se puede plantear ahora es la posibilidad de optar. Si se llega a los 
setenta años y se está lejos de la causal jubilatoria, que se pueda optar -no es una obligación- por el derecho a 
la jubilación por edad avanzada y así la persona se jubila en ese momento. Quiere decir que si hace esa 
opción es absolutamente imposible que más adelante pueda hacer usufructo de la jubilación, una vez reunidos 
los elementos de la causal. Es una opción definitiva y válida, porque algunas personas van a llegar a la causal 
a una edad más que avanzada. 


(Ingresa a Sala el Directorio de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida al Directorio de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de 
Profesionales Universitarios. Recibimos con mucho gusto a una delegación de primera jerarquía y de 
primer nivel, integrada por su Presidente, contador Hugo Martínez Quaglia, su Vicepresidente, 
arquitecto José Luis Canel Rodríguez, la Prosecretaria, doctora Beatriz Rovira Otero, el Gerente 
General, contador Omar Delgado, la asesora abogada María del Rosario Minerva, el delegado doctor 
José Pedro Gianero y el doctor Jorge Suárez. 


El motivo de esta reunión responde a una solicitud de la Caja de Jubilaciones de Profesionales formulada a 
raíz de un proyecto presentado por el señor Diputado González Álvarez, que está aquí presente. Queremos 
conocer la opinión de ustedes con relación a esa iniciativa, sin perjuicio de que como somos la Comisión 
especializada en materia de seguridad social de esta Cámara, por supuesto que, si las circunstancias lo 
ameritan y ustedes lo entienden oportuno, está abierta la instancia para que puedan plantear algún otro tipo de 
inquietud. 


SEÑOR MARTÍNEZ QUAGLIA.- En primer lugar, queremos agradecerles por la oportunidad de 
poder expresar nuestra opinión sobre este tema, al cual este Directorio le asigna importancia de primer 
nivel. Estamos por dejar nuestros cargos en mérito a que hubo elecciones el 15 de junio y en los 
próximos días se harán cargo las nuevas autoridades. Por eso están hoy presentes con nosotros dos 
integrantes del futuro Directorio, uno por los activos y otro por los pasivos. También están las 
autoridades máximas de la Caja, el Gerente General y la Subgerente de la Asesoría Técnica Jurídica. 


Nosotros asignamos a este tema gran importancia porque afecta en gran medida a las profesiones amparadas 
por nuestra institución, que en este momento alcanzan a dieciséis. No son todas las que están actuando en el 
país, más allá de que están habilitados por la nueva Ley Orgánica. 


Queremos destacar que la nueva Ley Orgánica, N* 17.738, que se promulgó el 7 de enero del año próximo 
pasado llevó seis años de gestión. 


El tema que hoy está a consideración ya ha sido tratado en las Comisiones de Seguridad Social de ambas 
Cámaras. Tengo aquí una reseña de varias sesiones en las que algunos de los integrantes de nuestra 
delegación dieron su opinión específicamente sobre este tema. 


Luego, en las sesiones de ambas Cámaras -que seguimos con la atención que ustedes comprenderán porque 
lo que estaba en juego era la aprobación de la nueva Carta Orgánica, que para nosotros era de vital 
importancia-, varios señores legisladores, tanto en la Cámara de Diputados como en la de Senadores, hicieron 
referencia a la importancia que tenía el artículo 77 que se estaba aprobando y a las repercusiones negativas 
que podría tener en el colectivo de la profesión universitaria. 


Para ser bien claros con respecto a nuestra posición, queremos destacar que desde ya suscribimos y 
apoyamos la iniciativa a consideración de esta Comisión porque refleja verdaderamente la posición de 
nuestro Directorio en ese sentido. 


Los fundamentos para la eliminación de la situación de incompatibilidad respecto de la causal jubilatoria por 
edad avanzada contenida en la Ley Orgánica de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales 
Universitarios del 7 de enero de 2004 son los siguientes. En primer lugar, hasta que comenzó a regir la nueva 
Ley Orgánica, se requerían diez años de servicio efectivo como mínimo y sesenta y cinco años de edad en el 
caso de la mujer y setenta en el hombre para la configuración de la causal jubilatoria por edad avanzada, la 
cual era compatible con el goce de otra única jubilación. La nueva ley pasó a exigir quince años de servicio, 
pero no comunes sino con cotización efectiva en la Caja, y setenta años de edad, tanto en el caso del hombre 


como de la mujer, con una secuencia de transición. También estableció que la referida causal se podrá 
configurar siempre que no se cuente con causal de jubilación común y que será incompatible con el goce de 
otra jubilación o retiro. Este último cambio incidió de manera particularmente negativa en la seguridad social 
de los profesionales universitarios teniendo en cuenta que, en primer lugar, egresan de sus estudios de nivel 
superior luego de varios años, en los que la carrera suele coexistir con la actividad al amparo de otra Caja y 
que el comienzo de su ejercicio profesional es, por lo general, tardío. 


En segundo término, muchas veces se verifican interrupciones en la actividad profesional, derivadas de 
incompatibilidades de diversa índole que les imponen actividades en otro ámbito de desempeño laboral. 


En tercer lugar, si no completan el número de años requeridos para la configuración de causal común, habrán 
aportado sin posibilidad de retorno alguno. 


Luego, no contar con la perspectiva de poder configurar una causal residual y existiendo imposibilidad de 
llegar a computar el mínimo para la causal común, constituye un desestímulo para la afiliación con 
declaración de ejercicio, llevando a la declaración de no ejercicio o, lo que es peor, a ejercer sin declarar, con 
las consecuencias negativas desde el punto de vista financiero para la institución. 


Las razones expuestas demuestran la clara especificidad del colectivo incluido en la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones de Profesionales Universitarios a quien corresponde atender, de acuerdo con lo previsto por el 
artículo 1” de la Ley _N* 16.713 del 3 de setiembre de 1995, el carácter específico de cada una de las 
instituciones. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Blasina) 


Haber advertido estas cuestiones determinó el compromiso, por parte de la mayoría de los 
legisladores que aprobaron el proyecto que se convirtió en la Ley N” 17.738, de modificar 
posteriormente -entre otras disposiciones- la que es objeto de consideración. 


Muchos recordarán las consideraciones que se hicieron en aquel momento, en la necesidad de que se 
aprobara la Ley Orgánica por los plazos que estaban en juego, y que este tema y algún otro quedaron por el 
camino. 


Es importante que el caso no trate de establecer o modificar una causal -ya existe y se mantiene sin alteración 
alguna-, y tampoco de establecer o modificar cómputos o beneficios jubilatorios ni disponer o determinar 
aumentos de pasividades. Solo se propicia eliminar la situación de incompatibilidad antes indicada y, de 
acuerdo con el artículo 86 de la Constitución, no se requiere de iniciativa privativa del Poder Ejecutivo. Ese 
es un tema que se analizó en una de las Comisiones en la Legislatura pasada. 


Por último, el proyecto a estudio elaborado por el señor Diputado González Álvarez contempla 
adecuadamente los aspectos considerados. 


Esta es, en resumen, la posición que nos lleva a apoyar esta iniciativa. Estamos acá para responder las 
preguntas que nos quieran hacer, con la finalidad de que esto se plasme en una ley que satisfaga a una gran 
cantidad de profesionales universitarios afectados por esta norma, que no era deseada por la institución. Ya 
había otra, que fue modificada en razón de que la norma de carácter general así lo determinaba, quedando 
para el futuro otra modificación. Creemos que llegó el momento. Felizmente hay una iniciativa y estamos acá 
para tratar de que esa iniciativa se transforme en realidad. 


SEÑOR CANEL.- La presencia de dos futuros Directores de la Caja -el doctor Jorge Suárez, 
odontólogo, actual Secretario de la Comisión Asesora y de Contralor, y el doctor José Pedro Gianero, 
quien fue Presidente de la Asociación de Afiliados hasta hace poco tiempo- marca una continuidad 
institucional muy importante que se va a dar en la integración del próximo Directorio. 


En este tema las gremiales universitarias se han pronunciado unánimemente contestes con lo que está 
manifestando este Directorio y el próximo va a estar integrado básicamente por las mismas fuerzas que 
componen el actual. De ahí la presencia de ellos en esta Comisión. 


SEÑOR DELGADO.- Soy el Gerente General de la Caja. 


Quería decir que tenemos un memorándum para dejar a los integrantes de la Comisión con las 
especificaciones que corresponden al tema. 


SEÑOR GIANERO.- Soy delegado de la Asociación de Afiliados de la Caja Profesional y, además, 
vengo invitado por los compañeros del Directorio como futuro Director. 


Yo voy a dejar un memorándum un poco más sencillo que el que dejó el contador Delgado. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Pablo Abdala) 
———Nosotros apoyamos esta iniciativa fundamentalmente porque es el proyecto de la Caja. 


En el año 2000, después de varios años de estudiar el tema, la Caja redactó un proyecto y el texto que 
presenta ahora el señor Diputado González Álvarez es la copia exacta de ese proyecto. Solamente cambia la 
secuencia de los años en cuanto a que lo habíamos redactado en el año 2000 y hablábamos que los once años 
empezaban a partir del año 2002, y ahora, el señor Diputado González Álvarez lo actualizó. Es decir que 
tenemos sobradas razones para apoyarlo. 


Otra cosa que quiero destacar es que tenemos la esperanza de que esto fructifique en una ley por dos razones. 
En primer lugar, porque lo presenta el señor Diputado González Alvarez y uno tiene derecho a presumir que 
sus correligionarios seguramente lo van a apoyar. 


En el año 2002, cuando el Senado aprobó el proyecto, hubo dos disposiciones que no se votaron por 
unanimidad. Una fue la famosa jubilación graciosa que proyectó el Poder Ejecutivo y votó el Parlamento, por 
la cual alguien, sin hacer aportes, se pudo jubilar y hasta le dieron la facultad de elegir a las autoridades de la 
Caja. Pero eso es harina de otro costal. Ese artículo fue votado afirmativamente por veinticuatro Senadores y 
un voto en contra del señor Senador Michelini. Pero cuando se puso a votación el artículo 77, relativo a la 
jubilación por edad avanzada, los Senadores del Frente Amplio - Encuentro Progresista - Nueva Mayoría 
propusieron que se votara en primer término el proyecto tal como venía de la Caja, es decir la disposición que 
hacía compatible la jubilación por edad avanzada con otras jubilaciones. Se votó y el resultado fue 8 en 21, 
negativo. Luego se votó el texto del Poder Ejecutivo y el resultado fue 12 en 21. 


Es decir que tengo el derecho de pensar que los actuales legisladores pertenecientes al Encuentro Progresista 
- Frente Amplio - Nueva Mayoría seguramente van a coincidir con los Senadores que en aquel momento 
hacían cuestión fundamental en este artículo, porque fue el más cuestionado, y van a apoyar el texto que hoy 
se propone. Además, debemos tener en cuenta que nada menos que el señor Presidente de la República 
pertenece a este mismo sector político. Comprendo que no es obligatorio que siempre se siga pensando igual, 
pero tengo la firme esperanza de que por lo menos dos Partidos van a apoyar este proyecto; no sé cuál es la 
opinión del Partido Colorado. 


Hay otros elementos que quiero destacar sobre cómo se originó el asunto la incompatibilidad. Desde siempre 
se aceptaba la compatibilidad con cualquier otra jubilación. Por primera vez, el Acto N* 9 que, al decir del 
doctor De los Campos, derogó fundamentales derechos de la seguridad social, no se animó con esto y lo 
mantuvo. Recién fue el Acto N? 13, en el año 1982, firmado nada menos que por Gregorio Álvarez, que 
estableció por primera vez la incompatibilidad, y cuando se reinstauró la democracia se estableció 
nuevamente la compatibilidad. Después, el artículo 19 de la Ley N* 16.713 estableció otra vez la 
incompatibilidad, pero con una cosa extraña. En el Decreto Reglamentario de la Ley_N* 16.713, es decir el 
Decreto N* 125/96 se excepcionó a aquellos trabajadores que tenían más de cuarenta años en el momento de 
la promulgación de dicha ley, que no tenían obligación de afiliarse a las AFAP y que se mantuvieron fieles al 
régimen de reparto. Esos trabajadores están beneficiados por la jubilación por edad avanzada. Fue algo 
insólito: un decreto reglamentario modificó la Ley_N* 16.713, pero estoy contento por ello. Es más; la 
Asociación de Afiliados quisiera que todos los trabajadores estuvieran amparados por la compatibilidad de la 
jubilación por edad avanzada. Y es cierto que ese fue el compromiso que asumieron los legisladores en aquel 
momento. Pero como lo mejor es enemigo de lo bueno, por lo que dijo el contador Martínez Quaglia, en este 


momento los profesionales no somos ni más ni menos que los trabajadores amparados por el BPS, pero las 
circunstancias son distintas. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Me alegro de que la delegación presente comparta esto. 


Voy a pedir perdón por el plagio. Generalmente en la vida nadie crea, todo se transforma, así que aún 
nosotros, los que redactamos leyes hacemos un "collage" de lo que leemos y estudiamos. 


SEÑOR MARTÍNEZ QUAGLIA.- Quería decir que fuimos testigos de lo que está diciendo ahora, 
cuando también lo manifestó en la sesión de la Cámara de Diputados cuando se trató la ley. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Antes de venir los invitados, había manifestado en la Comisión que 
había leído casi todas las plataformas de las elecciones de la Caja y en ellas estaba como proyecto 
electoral la derogación de este artículo. O sea que creemos que con este proyecto estamos recogiendo la 
total aspiración de casi todos los que serán autoridades de la Caja. 


Yo soy contador y hay temas jurídicos que no domino. Para mí es nuevo -y me llena de satisfacción- lo que 
dijo el señor Presidente de que no teníamos necesidad de iniciativa del Poder Ejecutivo. Honestamente, creía 
que todos estos temas de previsión social requerían iniciativa del Poder Ejecutivo. 


A veces la gente nos dice: si usted sabe que esto requiere iniciativa privativa del Poder Ejecutivo, entonces 
¿para qué presenta un proyecto de ley? Es cierto. Pero había hecho la presentación para abrir el camino. Si la 
Comisión hacía suyo el proyecto, podía elevar la consulta al Poder Ejecutivo para que este lo enviara. Pero 
como el contador Martínez Quaglia ha dicho que no requiere de iniciativa del Poder Ejecutivo, entonces 
despeja más el camino y me saca esa cuota de pecado pensando que presentaba algo que no podía. 


Era un compromiso que existía en aquel momento. Vino como un paquete y no se hizo mucho ruido porque 
había interés en que salieran otras cosas con respecto a la modificación de la Carta Orgánica. Entonces, 
dejaron pasar esto y esperaron tener la posibilidad de realizar luego la modificación. Esa es la sensación que 
me quedó en aquel momento. 


En este nuevo Período tomamos la iniciativa para tratar el tema. Pido disculpas si copié mucho, pero lo 
importante es llegar al final y que el proyecto sea aprobado ya que es para tratar de ser justos con esa gente 
que paga durante quince, veinte o veinticinco años. 


Conversando con uno de los asesores de esta Comisión me expresó que no sabía si no había existido 
enriquecimiento injusto de la Caja que cobraba durante quince o veinte años y luego no daba ninguna 
prestación. 


La presencia de los invitados avala la intención de que el proyecto se convierta en ley. Esperemos vencer los 
obstáculos que pudieran existir. 


SEÑOR MARTÍNEZ QUAGLIA.- También soy contador y tengo la misma impresión que usted con 
respecto a la iniciativa de este asunto. Tanto es así, que elaboramos un proyecto de ley con todos los 
fundamentos del caso para iniciar todo el proceso y, apenas asumió el señor Ministro Bonomi, se lo 
llevamos. Luego apareció en juego el proyecto del señor Diputados González Álvarez y vimos que 
había un nuevo enfoque y para eso requerimos informes jurídicos. 


SEÑORA MINERVA.- Se han pronunciado contadores en carácter de tales, por lo tanto, se impone que 
también hable alguien en calidad de abogada. 


En la División Servicios Jurídicos de la Caja se estudió exhaustivamente la posible necesidad de que la 
iniciativa fuese privativa del Poder Ejecutivo y fue unánime la opinión en el sentido negativo en cuanto a que 
se requiriese esa iniciativa, de acuerdo con lo establecido por el artículo 86 de la Constitución porque, tal 
como lo expresó el señor Presidente, el contador Martínez Quaglia, no se establece ni modifica ninguna 
causal. La causal por edad avanzada permanece incólume en todas las exigencias e, inclusive, son mayores 
que las que tenía en el régimen anterior. Estando en vigencia el Acto 9, algunos afiliados que tenían los años 


para configurar causal común, hacían los cálculos y si les resultaba más conveniente podían optar por la 
causal por edad avanzada. Ahora ya eso no se puede hacer. De manera que ni se establece ni se modifica la 
causal. Tampoco hay modificación, establecimiento de cómputos o beneficios jubilatorios, ni se dispone un 
aumento de pasividades. 


Examinando esos extremos en profundidad, se llega a la conclusión de que es perfectamente posible, si se 
cuenta con las opiniones favorables, aprobar el proyecto que está a estudio de esta Comisión, sin que se 
requiera previamente la iniciativa del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR BLASINA. No vamos a hacer un racconto histórico de este tema en particular, inscripto en el 
proyecto enviado por el Poder Ejecutivo hace más de dos años. La mayoría de ustedes sabe 
perfectamente bien cuál fue nuestra posición en ese momento y el intento que hicimos por modificar 
esa situación cuando el proyecto estaba siendo considerando en la Cámara de Diputados. Fue un 
intento que fracasó a todas luces. Ahora, en función de la iniciativa del señor Diputado González 
Álvarez, se retoma el tratamiento del tema. Pero debo decir con toda franqueza que hubo una especie 
de interregno, porque sabíamos que el tema estaba siendo considerado, tal vez en función de una 
apreciación hecha por el Poder Ejecutivo de entonces, para tratar de llegar a una norma de carácter 
general que comprendiera a todas las cajas paraestatales. Por lo tanto, estando el tema a estudio de la 
Comisión intercajas, no parecía adecuado que se retomara el tratamiento de ese tema en esta 
Legislatura. 


No es la intención del señor Diputado González Alvarez ni la mía ver quién presenta primero los proyectos. 
Lo importante es que sean justos y consigan las mayorías necesarias. 


El aporte realizado por los invitados en cuanto a la exigencia de la iniciativa privativa del Poder Ejecutivo es 
muy importante y será materia de estudio de esta Comisión. 


Quiero recordar que cuando se consideró el tema ustedes estuvieron en conocimiento de que se trató que el 
Poder Ejecutivo enviara una norma complementaria. Creo que en ese momento -no quiere decir que seamos 
infalibles- esta apreciación, que fue ampliamente conocida, no fue objetada. 


Simplemente estoy tratando de recoger los datos históricos y objetivos tal como sucedieron. 


Reitero que no nos creemos infalibles con respecto a las interpretaciones. Además, esta Comisión tiene los 
resortes necesarios para hacer las consultas del caso. Personalmente, prefiero que el Poder Ejecutivo tenga la 
mayor amplitud posible para presentar proyectos. 


La presencia de los invitados y el material aportado por ellos ayudará a la Comisión para llegar rápidamente a 
una conclusión sobre este tema. 


SEÑOR SUÁREZ.- Soy el Director electo de la Caja de Jubilaciones y Pensiones Profesionales para el 
próximo período. 


Quiero agradecer a la Comisión por recibirnos, y al actual Directorio que me invitó para que representara al 
Directorio que va a entrar como forma de dar continuidad y así no cambiar de caras en la próxima reunión en 
que tengamos que estar todos acá. Asimismo, entablé conversaciones con los otros miembros activos electos 
para el Directorio de la Caja y todos estuvieron de acuerdo en que podía representarlos. Además, están 
preocupados por este mismo tema. 


Quedo conforme con esta primera reunión y veo con agrado todo lo que se ha tratado hoy aquí. Ojalá suceda 
lo mismo en las reuniones que, seguramente, tendremos en los próximos cuatro años ya que es voluntad del 
nuevo Directorio realizar modificaciones a otros artículos de la Ley Orgánica que ya han sido estudiados por 
el Directorio y por la comisión asesora. 


SEÑORA ROVIRA.- En mi calidad de integrante del Directorio, como delegada de los jubilados, me 
consta la inquietud no solo de los activos, sino también de los jubilados. También fui Presidenta de la 
Asociación de Afiliados y puedo decir que esta inquietud ha sido una constante que recibíamos 
permanentemente. 


Al igual que el Directorio anterior, el actual realizó muchas visitas al interior y en esas oportunidades recibió 
la inquietud -junto con otras- de profesionales que habían hecho aportes por largo tiempo y que luego veían 
frustradas sus aspiraciones. No me animo a decir -alguien lo había pensado- que se trata de una apropiación 
indebida, pero sí de un aporte sin retorno. Muchos profesionales entendían que les convenía hacer 
declaración de no ejercicio y, de esa manera, no realizar aportes. Con esto se perjudicaba el profesional y, 
también, el instituto al no percibir ese aporte. 


Reitero que se trata de una preocupación hecha pública por parte de la Asociación de Afiliados. Como 
abogada e integrante en su oportunidad del Colegio de Abogados quiero decir que también es preocupación 
de los abogados y esto se podrá verificar en diferentes publicaciones de sus revistas. Consideramos que es 
una injusticia que debe solucionarse. 


SEÑOR GIANERO.- Quiero aclarar que mis palabras no fueron una crítica al señor Diputado 
González Alvarez, sino todo lo contrario. 


El proyecto de la Caja estaba muy bien hecho y contó con el asesoramiento de abogados. Por tanto, me alegra 
que el señor Diputado González Álvarez lo haya leído y planteara esta iniciativa. Ojalá también otros 
legisladores vean lo que proyecta la Caja de Profesionales. Ese proyecto que se presentó en 2002 ya hacía 
tres o cuatro años que venía siendo estudiado, con la participación de todas las gremiales. Es muy bueno 
copiar las cosas que están bien. Hay que felicitar al señor Diputado González Álvarez. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha sido muy bueno contar con la presencia y las palabras del doctor Suárez. 
Como él decía, es importante darle continuidad institucional a los temas, lo que es valioso para nuestro 
trabajo. 


En breve la Comisión se abocará al análisis de este tema. Creo que del intercambio ha quedado claro que 
tenemos una cuestión de previo y especial pronunciamiento que hace referencia a una cuestión formal, es 
decir, el tema de la iniciativa privativa del Poder Ejecutivo que, en este caso se exigiría o no. Asimismo, 
incorporamos el aporte de la doctora Minerva como un elemento valioso para nuestro análisis. Como decía el 
señor Diputado Blasina, recabaremos nuestra propia información, llegaremos a una conclusión y luego 
actuaremos como corresponda. Si entendemos que esa iniciativa por parte del Poder Ejecutivo es necesaria - 
como muy bien decía el señor Diputado González Álvarez- a ese Poder trasladaremos el tema. De no ser así, 
la Comisión resolverá elevar el proyecto al plenario, sin perjuicio de mantener algún contacto con la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios o con el Poder Ejecutivo. 


Muchas gracias por su presencia. 


(Se retira de Sala el Directorio de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios) 


SEÑOR BLASINA.- Surge claramente del contacto que acabamos de realizar y de las opiniones 
vertidas, la necesidad de que la Comisión encomiende a su asesor jurídico un estudio para saber si esto 
se presenta como un proyecto, o como una minuta de comunicación. Se trata de establecer si el Poder 
Ejecutivo tiene iniciativa privativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la Comisión está de acuerdo, encomendaríamos al doctor Sánchez que 
elaborara un informe al respecto. 


Retomando la consideración del orden del día, pasamos a tratar el punto que habíamos diferido relativo al 
proyecto de ley que abarca a los ex trabajadores de establecimientos frigoríficos del Cerro comprendidos en 
la Ley_N? 16.194, propuesta presentada por los señores Diputados Blasina y Esteban Pérez. 


SEÑOR BLASINA.- En primer lugar, voy a obviar algunos comentarios sobre esta iniciativa porque la 
exposición de motivos, que creo que se había formulado en la Legislatura anterior, se mantiene tal cual 
estaba, puesto que nosotros habíamos solicitado en dos oportunidades sendos informes al Banco de 
Previsión Social acerca del costo de este proyecto. En realidad, en la Legislatura anterior se consideró 
el proyecto por primera vez y la mayoría de la Cámara resolvió que volviera a la Comisión, 
precisamente con el objetivo de realizar esa consulta con el Banco de Previsión Social en cuanto a la 


estimación de los costos. Esa primer consulta fue realizada. Demoró, dicho sea de paso, un cierto 
tiempo, y, finalmente, se concluyó que ese cálculo efectuado por el Directorio del Banco de Previsión 
Social y sus servicios respectivos era equivocado. Entonces, se mantuvo una nueva reunión con el 
Presidente del Directorio del Banco de Previsión Social, técnico agropecuario Gasparri, y con dos 
asesores de primera línea del Banco de Previsión Social. Se explicó lo que realmente perseguía el 
proyecto y el organismo emitió una nueva evaluación de costos, cuya fecha figura en el material que se 
incorpora a la exposición de motivos del proyecto. 


A los efectos de actualizar el tema, preferimos recorrer el camino de introducir en la exposición de motivos la 
última expresión del Directorio del Banco de Previsión Social. Preferimos recorrer ese camino por dos 
motivos. Primero, porque se interpretó con claridad la voluntad legislativa de la Comisión -por lo menos, en 
ese entonces-, y segundo, porque no nos parece que el hecho de recurrir a un nuevo informe -cosa que pudo 
haber sido posible- haya significado un cambio. 


De todas maneras, las diferencias que puedan surgir desde el punto de vista del costo entre la estimación que 
figura en la exposición de motivos y una más actualizada se deben al transcurso del tiempo y nada más. No 
alteran en demasía el resultado en cuanto a la estimación que realiza el Banco de Previsión Social. 


En segundo término, no vamos a explicar el motivo de esta iniciativa porque tiene una larga historia 
parlamentaria. Sin embargo, voy a agregar algunos elementos que no están en la exposición de motivos. 
Estas personas, que en este momento son 19 -téngase presente que en el informe del Banco de Previsión 
Social se estudian 20 expedientes y queda un porcentaje que sin analizar que el organismo estima en un 8%- 
llegarían a un máximo de 22. Pero en realidad, desde que se recibió el informe del Banco de Previsión Social 
no tenemos noticias de que se haya ubicado esos otros expedientes que no aparecen o que no se tienen en 
cuenta para hacer la evaluación. Además, desgraciadamente, el transcurso del tiempo ha hecho que de los 
beneficiarios existentes en el momento que el Banco de Previsión Social hace la estimación, que eran 20, hoy 
queden 19. 


Esa cuestión también se relaciona con el hecho de que se trata de un asunto que mueve a sensibilidad, como 
siempre ocurre con lo que se refiere a la seguridad social. Ese tema está referido a determinadas franjas 
etareas; esto lo tenemos totalmente corroborado, no tiene por qué figurar en la exposición de motivos. No 
queremos agregar elementos que muevan la sensibilidad que sabemos que está presente en cada uno de los 
legisladores que integran la Comisión, pero el hecho concreto es que el promedio de edad de los 19 
beneficiarios es de 76 años, todavía con el elemento adicional de que uno de ellos, por determinadas 
circunstancias, apenas pasa los 60 años. 


Es decir que estamos en una situación que ha sido considerada varias veces en Períodos anteriores -no es la 
única, por cierto- y que es de justicia reparar porque se trata de una deuda absolutamente indiscutible ya que, 
si no fuera así, no lo hubieran establecido así los servicios del Banco de Previsión Social, lo que luego fue 
corroborado por el propio Directorio. Es decir que el informe que nos envía el Banco de Previsión Social está 
partiendo de la base de que es un reclamo absolutamente pertinente. 


Por otra parte, al haber presentado nuevamente este proyecto en esta Legislatura, considero que el párrafo 
que figura en la página 3 de la exposición de motivos donde dice: un proyecto que durante el Gobierno 
anterior fue aprobado por la Cámara de Representantes que establecía que los haberes atrasados se debían 
liquidar actualizados, no tiene sentido por la sencilla razón de que esta exposición de motivos fue elaborada 
durante la Legislatura anterior y por lo tanto la referencia es al penúltimo Poder Ejecutivo. Entonces, me 
parece que no agrega nada el hecho de incluir este párrafo. 


En el fondo, se trata de enmendar un error que se cometió en ese momento al liquidarse lo adeudado a pesos 
históricos, cuando debió haberse liquidado teniendo en cuenta lo preceptuado en el artículo 39 de la Ley 

N? 13.728 del año 1968 que, precisamente, establece que las actualizaciones se deben realizar según el Índice 
Medio de Salarios. Eso no se tuvo en cuenta en el momento en que los beneficiarios cobraron solo una parte 
del beneficio que les correspondía con su respectiva retroactividad. Entonces, corresponde que, aplicando ese 
artículo 39, se realice la actualización, lo que realizan los servicios del BPS cuando efectúan el cálculo de la 
diferencia entre lo que debían cobrar y lo que efectivamente cobraron. De ahí surge el costo estimado de 
US$ 264.000. Esa es la cuestión. Se trata de reparar algo. Objetivamente, es una deuda que tiene el 
Parlamento, ya que llegó a la conclusión de que este asunto debía resolverse, pero, lamentablemente, la 


solución se fue postergando. Como más vale tarde que nunca, el inicio de esta nueva Legislatura es el 
momento de resolver definitivamente este problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer un par de preguntas al señor Diputado Blasina partiendo de 
la base de que, por la sola descripción del tema que surge de la exposición de motivos y por la muy 
elocuente exposición que acaba de formular, resulta clara la justicia de la propuesta. 


Quiero preguntarle si este es el único caso de una empresa vinculada a la industria de la carne que se 
encuentra en esta situación o si esta solución puede generar reclamos de algún otro frigorífico. Supongo que 
no, en la medida en que esto implica una secuencia que tiene un jalón en 1991 cuando se enmienda la 
omisión del año 1985. Esa hubiera sido la oportunidad para que otros, en condiciones similares, hubiesen 
reclamado, lo que aparentemente no ocurrió. De cualquier manera me resulta necesario conocer esa 
información. 


En segundo lugar, estamos hablando de diecinueve situaciones, con los costos que figuran en el informe que 
oportunamente realizó el Banco de Previsión Social. Básicamente, mi inquietud era la anterior. 


SEÑOR BLASINA.- Voy a repetir lo que dije hoy: la pregunta es absolutamente pertinente. Siempre es 
bueno que en las Comisiones se planteen todas las dudas existentes, porque luego asumimos una 
responsabilidad ante la Cámara. Es preferible a todas luces que los asuntos se diluciden en la Comisión 
siempre que haya dudas, reparos o inclusive una posición contraria. 


No es la primera vez que surge una pregunta como esta. ¿Qué sucede con los reclamos de cinco o seis 
sectores que tienen como común denominador el hecho de ser ex trabajadores de la industria frigorífica? Solo 
tienen ese denominador común, porque se da una casuística que hace prácticamente imposible pensar en una 
norma de carácter general que englobe todas las reivindicaciones. Tengo la impresión de que algunas de las 
reivindicaciones planteadas son discutibles. 


Con respecto a la alternativa de esperar un proyecto global que contemple todas las aspiraciones, me parece 
que transcurriría mucho tiempo, si es que se llega a concretar. 


Adicionalmente, sin hacer comparaciones, el tema que se plantea es el mismo que se da cuando consideramos 
el caso de la Caja de Profesionales Universitarios. Cuando se dice que las normas para las cajas paraestatales 
son de carácter general a veces se tiende a confundir. Si uno examina las respectivas Cartas Orgánicas podrá 
apreciar que en algunos aspectos existen enormes distancias entre normas que se establecen para una Caja o 
para otra. Esto se corresponde con la historia y la realidad de cada una de las instituciones, que son diversas, 
más allá de algunos aspectos comunes. 


En el caso de las reivindicaciones de ex trabajadores de la industria frigorífica sucede algo similar: cada tema 
tiene su propia historia y yo creo que la Comisión tiene que analizar cada uno de ellos en ese contexto 
histórico. 


Todos estaban en conocimiento de que este proyecto está siendo tratado en el Parlamento desde hace años y 
nunca escuché ninguna objeción en el sentido de que no se podría hacer una consideración separada de esta 
problemática con respecto a las demás. Nunca escuché una argumentación de ese tipo. 


Lo otro se contesta con lo que dije hasta ahora, pero es razonable medir cada vez que aprobamos una norma 
si su aprobación no puede desencadenar una andanada de reclamos basados en el argumento de que si 
contemplaron esa situación, por qué no la otra. Los casos son distintos y adelanto que el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social también lo entiende así, independientemente de la posición que se tenga sobre 
cada uno de ellos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La otra pregunta ya estaba contestada, porque hizo referencia al número de 
beneficiarios, al monto de la reliquidación y al informe del Banco de Previsión Social. 


SEÑOR BLASINA.- La actualización que se está reclamando transcurre desde el año 1985 hasta el año 
1992. ¿Qué sucedió? Que ese importe, por ese período, a partir de la corrección de la norma de 1985, 


con ese aditivo que incorpora a los trabajadores del frigorífico Artigas -si no recuerdo mal-, lo 
cobraron recién en el año 1999 y en pesos históricos. Esto no está dicho en la exposición de motivos, 
pero sí en el informe del BPS. Por eso me parece sobreabundante incorporar ese elemento también en 
el informe. 


Esa fue una de las razones por las que se está reclamando. Naturalmente, una retroactividad calculada a 1999 
a pesos históricos y generada en el período 1985-1991, es un cálculo mal hecho porque se debió haber tenido 
en cuenta lo que está prescripto en el artículo 39 del proyecto de ley. Lo que realmente se está reclamando es 
una actualización que tenga en cuenta lo que prescribe la ley mencionada a tal efecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo que se trata de un proyecto que introduce justicia a una situación 
que se arrastra desde hace muchos años. Por lo tanto, este proyecto apunta a reparar una omisión y, 
seguramente, reconocer un derecho que, por lo que ha quedado claro en esta discusión, resulta 
inequívoco de parte de los beneficiarios de esta disposición. 


Es claro que la voluntad del legislador en el año 1985 fue una. Por una circunstancia de hecho la ley 
correspondiente no recogió esa situación. Esto se enmendó en el año 1991 y, por lo tanto, parecería que los 
efectos deben retrotraerse a la norma anterior, que es donde claramente se consagró un derecho para uno o 
varios grupos de ciudadanos, algunos de ellos empleados públicos, y otros beneficiarios, como aquí 
claramente se expresa. 


Por lo tanto, entiendo que es razonable aprobar este proyecto de ley. Además, nos deja tranquilidad la 
circunstancia de que, independientemente de que haya otras situaciones similares, es claro que no son 
idénticas a esta, en la medida en que no hay categorías de trabajadores vinculados a la industria frigorífica o a 
otra rama de la actividad que hubieran padecido la misma omisión legislativa en ocasión de la sanción de la 
Ley N* 15.783. Creo que desde ese punto de vista no estamos sentando un precedente, salvo el precedente 
político en cuanto a la voluntad o a la disposición de la Comisión de abocarse a estudiar situaciones 
particulares de presuntas injusticias u omisiones de estas características que se arrastran del pasado que 
oportunamente habrá que analizar en el contexto correspondiente, porque sin ninguna duda cada situación es 
diferente. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto; como cuenta con un único artículo, alcanza con 
realizar una sola votación. 


(Se vota) 


Cuatro por la afirmativa. AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Propongo al señor Diputado Blasina como miembro informante. 


(Apoyados) 


Por lo tanto, queda aprobado este proyecto de ley en general y en particular y será elevado al 
plenario con el informe respectivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora vamos a pasar al quinto punto del orden del día, referido a asuntos a 
estudio. 


Yo pedí que se elaborara un índice -que se nos ha entregado- con los asuntos que están en la órbita de la 
Comisión y solicité que se señalara los que requieren iniciativa privativa del Poder Ejecutivo. Creo que esto 
está en línea con el criterio que venía manejando la Comisión en cuanto a abocarse a los temas en los que no 
tenemos esa limitación, y para los que sí se requiera, habría que postergarlos o consultar a los firmantes con 
relación al interés que puedan tener. 


Quisiera saber cómo vamos a actuar frente a las dos categorías de proyectos que tenemos. Unos tienen 
iniciativa privativa del Poder Ejecutivo y que no estamos en condiciones de aprobar, pero que podemos desde 
archivarlos hasta comunicarlos al Poder Ejecutivo para su conocimiento. Sobre otros sí estamos en 


condiciones de avanzar, pero empiezan a primar consideraciones de carácter político, razones de 
conveniencia y oportunidad. Esto es a los efectos de elaborar una agenda. 


Una alternativa maximalista podría ser incluidos a todos en el orden del día e ir tratándolos como se pueda; 
otra sería utilizar un criterio más selectivo en el que indiquemos los temas que nos puedan interesar. Tal vez, 
la solución intermedia sea conversar informalmente entre nosotros en qué temas estamos en condiciones de 
avanzar. 


SEÑOR BLASINA.- En primer lugar, creo que es pertinente que lo que se considera que requiere 
iniciativa privativa del Poder Ejecutivo se le remita. 


En segundo término, planteamos que los temas pendientes los consideremos como primer punto del orden del 
día de la próxima sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, conformaríamos un orden del día para la próxima sesión 
estableciendo concretamente todos aquellos asuntos que no requieren iniciativa privativa del Poder 
Ejecutivo y los ponemos a consideración de la Comisión. 


Quiero informar acerca de una gestión ocasional, pero creo que oportuna, que realizamos la semana pasada, 
con relación a la convocatoria al señor Ministro de Economía y Finanzas, que oportunamente aprobamos. Le 
hemos remitido por segunda vez la invitación para concurrir y ya se ha cumplido un mes desde esa segunda 
convocatoria. Esto no es ningún señalamiento ni debe extraerse inferencia de ningún tipo; simplemente es la 
descripción de los hechos. 


Todos sabemos que el señor Ministro Astori está muy ocupado en asuntos de relevante interés, pero creo que 
tenemos que definir si el Ministerio de Economía y Finanzas se va a hacer presente o no en la Comisión. La 
voluntad de la Comisión ha sido afirmativa en ese sentido, pero hasta este momento no hemos obtenido 
respuesta, salvo por algo que voy a informar a la Comisión. 


El pasado día 7, en ocasión de la asunción del nuevo Intendente Municipal de Montevideo, a la cual concurrí 
gustoso porque fui invitado y, además, porque soy Diputado por ese departamento, tuve la oportunidad de 
conversar con el señor Subsecretario de Economía y Finanzas, el contador Bergara. En ese momento le 
manifesté, en los mejores términos, que el propósito no era impresionar al Ministro ni al Ministerio, sino que, 
para el trabajo de la Comisión y en función de los planteamientos que habían quedado hechos por parte de 
otras reparticiones del Estado en el ámbito de la misma, nos parecía conveniente tener la opinión institucional 
del Ministerio de Economía y Finanzas. El contador Bergara entendió claramente el sentido de mi reclamo, 
me dijo que iba a consultar al señor Ministro y me prometió una respuesta para poder definir esta cuestión. 
Inclusive, le dije que, en mi opinión, no es indispensable la presencia del contador Astori, sino que lo más 
importante para nosotros es contar con la opinión del Ministerio en relación a algunos temas y para eso 
podríamos recibir al propio contador Bergara, tal cual lo hemos hecho en otras Comisiones, como, por 
ejemplo, en la de Industria, Energía y Minería. El contador Bergara estuvo de acuerdo y manifestó su 
disposición a colaborar 


Creo que sería razonable esperar algunos días, sin perjuicio de las gestiones oficiosas que están realizando 
algunos colegas. No quiero tomarme atribuciones que no me corresponden, pero exhorto a los 
correligionarios del señor Ministro a que nos ayuden para que se pueda definir esta situación y completar la 
gestión que había quedado pendiente. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


